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I. RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición el 16 de julio de 2007 presentada por el Sr. Alejandro Ponce Villacís y el Sr. Farith Simon Campaña (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad internacional de la República de Ecuador (en adelante “el Estado” o “Ecuador”) por la privación ilegal de libertad y la subsecuente falta de garantías judiciales y protección judicial en perjuicio de la Sra. Daría Olinda Puertocarrero Hurtado, procesada por la presunta comisión de un delito de tráfico de sustancias estupefacientes y psicotrópicas.

2. Los peticionarios sostienen que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la libertad personal, garantías judiciales y protección judicial, establecidos en los artículos 7, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) en relación con sus artículos 1.1 y 2 en perjuicio de la presunta víctima. A este respecto, argumentan que la Sra. Puertocarrero fue mantenida privada de libertad bajo la figura de la “detención en firme”(, aún con posterioridad a que dicha figura fuera declarada inconstitucional en septiembre de 2006. En consecuencia, los peticionarios presentaron un recurso de habeas corpus, que fue negado por el Municipio Metropolitano de Quito; y posteriormente un recurso de apelación ante el Tribunal Constitucional que igualmente fue denegado. Con lo cual, sostienen que se han agotado los recursos internos.
3. El Estado aduce que la Sra. Puertocarrero no podía ser puesta en libertad después de la declaración de inconstitucionalidad de la “detención en firme”, debido a que el Tribunal Constitucional resolvió en su decisión que tal declaratoria de inconstitucionalidad no tenía carácter retroactivo con el fin de no vulnerar el principio de la seguridad jurídica garantizada en la propia Constitución Política. Asimismo, el Estado alega que los peticionarios no habrían agotado los recursos internos, sobre la base de que el proceso penal seguido a la Sra. Puertocarrero no habría concluido aún al encontrarse en consulta ante la Corte Superior de Justicia y, por considerar que todavía subsistirían los recursos de casación y revisión. Por último, manifiesta que se estaría utilizando a la CIDH como tribunal de revisión o cuarta instancia del proceso penal interno.

4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 5, 7, 8, 9 y 25 de la Convención Americana en concordancia con sus artículos 1.1 y 2 en perjuicio de la víctima. Asimismo, decidió notificar el informe a las partes y ordenar su publicación en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5.
El 16 de julio de 2007 la Comisión Interamericana recibió la petición, y el 27 de septiembre sus anexos, le asignó el número P-910-07 y transmitió al Estado sus partes pertinentes el 27 de marzo de 2008, dándole un plazo de dos meses para presentar observaciones, conforme al artículo 30 del Reglamento de la CIDH. El 29 de mayo de 2008 el Estado solicitó una prórroga cuya concesión fue notificada por la CIDH mediante comunicación del 3 de junio de 2008.


6.
La respuesta del Estado al traslado de la petición fue recibida en la CIDH el 19 de junio de 2008, y transmitida a los peticionarios el 6 de agosto de 2008. El 3 de octubre de 2008 se recibió la respuesta de los peticionarios, la cual fue a su vez transmitida al Estado el 15 de octubre de 2008. Posteriormente, el 2 de diciembre de 2008 el Estado presentó sus observaciones, las cuales se transmitieron finalmente a los peticionarios el 4 de febrero de 2010. 

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A. Posición de la peticionaria

7. 
Los peticionarios señalan que la Sra. Daría Olinda Puertocarrero Hurtado fue detenida el 16 de julio de 2004 y trasladada al Centro de Rehabilitación Social Femenino de Quito, lugar en el que se encontraba a la fecha de la petición, por un periodo aproximado de dos años y diez meses sin que se hubiese dictado sentencia ejecutoriada en su contra.

8.
Alegan que con base en la figura de la “detención en firme”, creada mediante la Ley 2003-101 de 13 de enero de 2003, la Sra. Puertocarrero continuó detenida en prisión preventiva, en el Centro de Rehabilitación Social Femenino de Quito, aún con posterioridad a que dicha figura fue declarada inconstitucional por el Tribunal Constitucional mediante la Resolución 002-2006-TC de 26 de septiembre de 2006. En esta decisión el Tribunal Constitucional consideró que la “detención en firme” era contraria al articulo 24(8) de la Constitución Política de 1998, que señalaba que la prisión preventiva no podía exceder de seis meses en las causas por delitos sancionados con prisión, ni de un año en delitos sancionados con reclusión. Si se excedía de esos plazos la orden de prisión preventiva debía quedar sin efecto, bajo la responsabilidad del juez que conocía la causa. Por lo que, consideran los peticionarios que la detención preventiva de la presunta víctima en exceso de dichos plazos constitucionales fue ilegal.

9. 
Alegan que el 18 de noviembre de 2006 presentaron ante el Municipio Metropolitano de Quito un recurso de habeas corpus con el fin de lograr la libertad de la Sra. Puertocarrero por su alegada detención ilegal. Sin embargo, el Municipio Metropolitano de Quito resolvió negar dicho recurso el 27 de noviembre de 2006. 

10.
Aducen que el trámite del mismo fue irregular debido a que demoró 48 horas, excediendo el plazo de 24 horas que señalaba la Constitución vigente en su artículo 93; y que se remitió la providencia que señalaba día y hora para la audiencia con tan solo tres horas de anticipación. Asimismo, argumentan que no se habrían valorado los argumentos presentados ni se habría resuelto sobre el fondo del asunto. Con lo cual, consideran que dicho recurso fue inadecuado y constituyó una mera formalidad.

11.
Ante dicha negativa, los peticionarios presentaron un recurso de apelación el 14 de enero de 2007 ante el Tribunal Constitucional, el cual fue negado por esta instancia el 15 de febrero de 2007, sobre la base de “que la recurrente se encuentra detenida en legal y debida forma; y, por estar la causa en conocimiento del Segundo Tribunal de lo Penal de Pichincha, y además por existir un auto de llamamiento a juicio, no procede el recurso de habeas corpus en razón de que la “detención en firme” dictada contra el recurrente (sic) es anterior al fallo del Tribunal Constitucional, al que hace referencia en su demanda”.

12.
Alegan además, que a partir de la detención de la Sra. Puertocarrero el Estado ha violado y menoscabado sus derechos reconocidos por los artículos 7.5, 7.6 y 8.2 y el artículo 25 en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por la supuesta mala actuación de la función judicial respecto a la interposición y resolución del recurso de habeas corpus, y por mantener a una persona privada preventivamente de libertad por un periodo desproporcionado de tiempo, cuando la norma en la que se sustentaba su detención había sido declarada inconstitucional.
13.
Por último, aducen que con la respuesta del Tribunal Constitucional se habrían agotado los recursos internos disponibles en Ecuador. Asimismo, concluyen que el Estado habría incurrido en la violación de los artículos 7, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

B.
Posición del Estado
14.
El Estado sostiene que la Sra. Puertocarrero habría sido aprehendida el 14 de octubre de 2004 por habérsele encontrado entregando un paquete que contenía droga dentro de una peluquería a cambio de 20 dólares, que según la detenida desconocía su contenido.

15.
Indica además, que el 18 de octubre de 2004 el Juzgado Cuarto de lo Penal de Pichincha tomó conocimiento del caso; el 25 de enero de 2005 el Fiscal presentó dictamen acusatorio en contra de la Sra. Puertocarrero; el 29 de agosto de 2005 se llevó a cabo la audiencia preliminar; y el 30 de agosto de 2005 el Juez Cuarto de lo Penal de Pichincha dictó auto resolutivo de llamamiento a juicio. Posteriormente, el 15 de septiembre de 2005 se remitió el proceso al órgano jurisdiccional superior en razón de los recursos interpuestos; luego de evaluar este recurso la Tercera Sala Especializada de lo Penal de la Corte Superior de Justicia de Quito resolvió el 26 de enero de 2006 devolver el expediente al a quo, donde luego de un nuevo sorteo, fue asignado el 9 de mayo de 2006 al Tribunal Segundo de lo Penal de Pichincha, quien en adelante conocería el caso.

16.
Posteriormente, el 25 de septiembre de 2007 se llevó a cabo la audiencia de juzgamiento; luego de la cual, el 2 de enero de 2008 el Segundo Tribunal de lo Penal de Pichincha condenó a la Sra. Puertocarrero a 4 años de prisión y a una multa de 80 salarios mínimos vitales. Dicho proceso fue remitido en consulta a la Tercera Sala Especializada de lo Penal de la Corte Superior de Justicia de Quito el 21 de enero de 2008, de acuerdo con la legislación vigente. Esta instancia habría aumentado la pena impuesta a la Sra. Puertocarrero a 8 años de reclusión.
17.
El Estado alegó inicialmente que no se habrían agotado los recursos internos porque el proceso no habría concluido aún, ya que una vez dictada la sentencia condenatoria por el Segundo Tribunal de Pichincha, y resuelta la correspondiente consulta ante la Corte Superior de Justicia, debían agotarse los recursos de casación, nulidad y eventualmente el de revisión. Del mismo modo, alega que la sentencia de la Corte Superior de Justicia es la que genera efectos jurídicos y no así la del Tribunal Constitucional, y que en todo caso, frente a aquella sentencia se puede interponer los recursos mencionados.
18.
De igual forma, el Estado manifiesta que los peticionarios intentan inducir a la CIDH a que actúe como tribunal de revisión o cuarta instancia respecto al proceso penal que fue sustanciado en la jurisdicción nacional, y que ésta carece de competencia para determinar la existencia de un delito y más aún para emprender cualquier forma de juzgamiento.

19.
El Estado indica que el Tribunal Constitucional declaró la inconstitucionalidad de la “detención en firme” mediante la Resolución 002-2006-TC de 26 de septiembre de 2006 la cual no tiene efecto retroactivo y solamente afecta a las situaciones jurídicas surgidas después de la declaratoria de inconstitucionalidad, debido a que dicho precepto precautela el principio de la seguridad jurídica que conlleva un interés social, por encima del principio “pro reo” que parte de un interés individual.

20.
A este respecto, el Estado reconoce que en el caso de la Sra. Puertocarrero existió una situación “sui generis” respecto a la aplicación del principio “pro reo”, ya que este principio sostiene que siempre se aplicará la norma penal más favorable para el imputado y en este caso, al haberse declarado inconstitucional la “detención en firme”, se debió poner inmediatamente en libertad a la detenida, hecho que no sucedió debido a que la resolución del Tribunal Constitucional manifestaba expresamente que no tenía carácter retroactivo.

21.
Por último, respecto al recurso habeas corpus el Estado reconoció que se encontraba en un proceso de restructuración institucional en el cual la Asamblea Nacional Constituyente estaba sesionando para la elaboración de una nueva Constitución Política. Como parte de este proceso, la Procuraduría General del Estado comunicó a dicha Asamblea una armonización de la legislación interna con el Derecho Interamericano de los Derechos Humanos y sostuvo que la garantía constitucional del habeas corpus debía ser adecuada a los estándares internacionales, debiendo ser sustanciado ante una autoridad judicial y no ante el Alcalde.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión

22.
Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 1977, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de la República de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.  

23.
La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

24.
El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.
25.
En el presente caso los peticionarios aducen haber agotado los recursos internos, toda vez que presentaron una acción de habeas corpus ante el Alcalde, quien lo denegó; dicha resolución fue a su vez objeto de un recurso de apelación ante el Tribunal Constitucional, el cual lo denegó el 15 de febrero de 2007. Con lo cual, al ser el Tribunal Constitucional la última instancia competente para conocer de las violaciones específicas que se alegan, consideran efectivamente agotados los recursos internos. En este sentido, reiteran que no pretenden que se declare la inocencia o culpabilidad de la presunta víctima, sino que se conozcan de las eventuales violaciones a las normas específicas de la Convención Americana que han alegado. 

26.
El Estado, por su parte, manifiesta que no hubo agotamiento efectivo de los recursos internos por considerar que el proceso seguido contra la Sra. Puertocarrero aún no habría concluido, debido a que una vez resuelto el proceso por la Corte Superior de Justicia (en consulta) cabía presentar los recursos de casación, nulidad y revisión. Asimismo, alega que la resolución de inconstitucionalidad de la “detención en firme” no tiene un carácter retroactivo, por lo cual no podía ser aplicado en el caso de la detenida debido a que ya existía un auto de llamamiento a juicio.

27.
Corresponde a la Comisión entonces aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en el presente caso. La Corte Interamericana ha señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas. El que los recursos sean adecuados significa que,

La función de esos recursos dentro del sistema de derecho interno sea idónea para proteger la situación jurídica infringida.  En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo.  Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable
.


28.
Como ha sido determinado en otros casos anteriores relativos a Ecuador, el recurso de hábeas corpus constitucional debía ser interpuesto ante el Alcalde o el Presidente del Concejo
.  Al respecto, tanto la Comisión
 como la Corte Interamericana han establecido que la presentación de un recurso de hábeas corpus ante una autoridad administrativa no constituye un recurso adecuado bajo los estándares de la Convención Americana
.  
29.
En el presente caso, la Comisión observa que el objeto de la petición se refiere concretamente a los hechos relacionados con las alegadas violaciones derivadas de la detención ilegal de la Sra. Daría Olinda Puertocarrero, a la aplicación excesiva de la prisión preventiva en su contra por tres años y diez meses, y la inefectividad de los recursos judiciales disponibles para los hechos que se denuncian. A este respecto, los propios peticionarios han sido claros en indicar que no se está impugnando el proceso penal como tal, ni pidiendo a la CIDH que se pronuncie respecto de la culpabilidad o inocencia de la presunta víctima respecto de los hechos que se le imputaron. 

30.
Por lo tanto, siendo consistente con sus precedentes a este respecto la Comisión considera que en el momento de los hechos el recurso de hábeas corpus constitucional no constituía un recurso efectivo, y como tal, no era preciso agotarlo. Sin embargo, a pesar de eso, dicho recurso fue agotado por los peticionarios, no habiendo en la legislación ecuatoriana vigente al momento de los hechos otros recursos efectivos para impugnar la alegada violación al derecho a la libertad personal de la presunta víctima. El Estado reconoce que los peticionarios agotaron los recursos de habeas corpus y apelación tal como éstos indicaron, pero alega que debieron agotar en cambio los recursos extraordinarios existentes en la legislación para controvertir la sentencia condenatoria impuesta a la Sra. Puertocarrero; sin embargo, la Comisión observa que este no es el objeto de la petición, por lo tanto no sería necesario agotar tales recursos para cumplir con el requisito del Art. 46(1)(a) de la Convención. 

31.
Por lo tanto, la Comisión considera que los recursos internos dirigidos a revertir las violaciones alegadas, fueron efectivamente agotados mediante la decisión del Tribunal Constitucional del 15 de febrero de 2007, que rechaza la acción de hábeas corpus originalmente interpuesta en sede municipal, la cual estaba específicamente dirigida a restituir a la Sra. Puertocarrero en su derecho a la libertad personal mientras continuaba el proceso penal. 

2. Plazo de presentación de la petición

32.
La Convención Americana establece, en su artículo 46(1)(b) que para que una petición resulte admisible debe ser presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva adoptada por los tribunales internos.  Asimismo, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los que resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.

33.
En el presente caso, la Sra. Daría O. Puertocarrero H. fue detenida el 16 de julio de 2004; la decisión final que confirma la denegatoria de la acción de hábeas corpus es de 15 de febrero de 2007; y la petición ante la CIDH fue recibida el 16 de julio de 2007. Como ya se estableció, la Comisión considera que los recursos internos fueron agotados con la referida decisión del 15 de febrero de 2007, emitida por el Tribunal Constitucional con respecto a la acción de hábeas corpus, con lo cual, al haberse recibido la petición P-910-07 ante la CIDH cinco meses antes de dicha decisión final, la misma fue presentada dentro del término de admisibilidad fijado por la Convención Americana.  

3. Duplicación de procedimiento internacional

34.
El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión Interamericana. Por lo tanto, la CIDH concluye que no le son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.d) y en el artículo 47.d) de la Convención Americana. 
4. Caracterización de los hechos alegados

35.
A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados pueden caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47(b) de la Convención Americana, o si la petición es "manifiestamente infundada" o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso (c) de dicho artículo.  El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos. Esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre el fundamento del asunto
.

36.
Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes. 
37.
En el presente caso se presentan reclamos relativos a la presunta detención ilegal continuada de la presunta víctima con base en una figura contenida en una norma jurídica que fue declarada inconstitucional; la supuesta inefectividad de los recursos judiciales disponibles para remediar las alegadas violaciones derivadas de tal detención –toda vez que el recurso de habeas corpus fue interpuesto ante el Alcalde (autoridad administrativa) no siendo ésta una autoridad judicial–; la alegada prolongación desproporcionada y excesiva de la detención preventiva –por aproximadamente tres años y diez meses–; y las eventuales violaciones al derecho a la presunción de inocencia y ser juzgada dentro de un plazo razonable.

38.
Asimismo, en vista de los hechos presentados por las partes respecto de la detención continuada de la presunta víctima luego de la declaratoria de inconstitucionalidad de la norma jurídica que sustentó su detención, y de las potenciales afectaciones que esta detención le pudiera haber producido por un periodo prolongado de tiempo, la Comisión considera que los mismos deberían analizarse en el trámite sobre el fondo del presente caso, a fin de valorar la posible violación de los artículos 5 y 9 de la Convención Americana.
39.
En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes, la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, y otros precedentes en similar sentido, CIDH considera que los hechos alegados por los peticionarios podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos protegidos en los artículos 5, 7, 8, 9 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1(1) y 2 de ese mismo tratado.
V.
CONCLUSIONES
40.
La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por la peticionaria sobre la presunta violación de los artículos 5, 7, 8, 9 y 25 en concordancia con los artículos 1(1) y 2 de la Convención Americana, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 del mismo instrumento. 
41.
Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 

1. Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 5, 7, 8, 9 y 25 en conexión con los artículos 1(1) y 2 de la Convención Americana.

2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y al peticionario.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 4 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
( En esencia, la llamada detención en firme era una forma de detención preventiva irrevocable que solamente cesaba cuando se daba una sentencia absolutoria, o la sentencia condenatoria de primera instancia era revocada por vía de casación. 
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